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I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

1. ESTADO.

- Orden ITC/1644/2011, de 10 de junio, por la que se desarrolla el Reglamento regulador de las infraestructuras comunes de telecomunicaciones para el acceso a los servicios de telecomunicación en el interior de las edificaciones, aprobado por Real Decreto 346/2011, de 11 de marzo. (BOE núm. 143, de 16 de junio).

Como ya indicamos en el informe emitido en el mes de mayo con ocasión de la publicación del Real Decreto 346/2011, de 11 de marzo y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 del mismo, sus normas resultan de aplicación a todos los edificios y conjuntos inmobiliarios en los que exista continuidad en la edificación, de uso residencial o no, sean o no de nueva construcción, que estén acogidos o deban acogerse al régimen de propiedad horizontal, regulado por la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal, y a los edificios que, en todo o en parte, hayan sido o sean objeto de arrendamiento por plazo superior a un año, salvo los que alberguen una sola vivienda. 

El artículo 9 del RD regula el contenido mínimo del proyecto técnico, cuyo visado ya no es exigible. Basta que esté firmado por el profesional encargado de la edificación, siempre que disponga de la titulación exigida. El proyecto técnico debe ser verificado por una entidad que disponga de independencia necesaria respecto al proceso de construcción de la edificación y de los medios y la capacitación técnica para ello. 

El mismo artículo 9 del RD determina que, por orden del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, podrá aprobarse un modelo tipo de proyecto técnico que normalice los documentos que lo componen.

Esta Orden aprueba dicho modelo, determina los requisitos que deben reunir las entidades de verificación en su artículo 4 y el procedimiento de comprobación de cada proyecto técnico.

La disposición adicional primera de la Orden, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 del Real Decreto- Ley 1/1998, de 27 de febrero, señala que cada solicitud de licencia de obras de edificación debe contener un proyecto técnico arquitectónico y un proyecto de infraestructura común de telecomunicaciones, pudiendo diferir la presentación de este último al momento de solicitud de aprobación del proyecto de ejecución.

- Real Decreto-Ley 8/2001, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa. (BOE núm. 161, de 7 de julio). Publicada corrección de errores BOE núm. 167, de 13 de julio.

El presente Real Decreto-Ley introduce nuevas medidas para el fomento de las actuaciones de rehabilitación que refuerzan y profundizan los contenidos que sobre la materia se introdujeron por la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de economía sostenible. 

A este fin, se delimitan nítidamente las actuaciones incluidas dentro del concepto de rehabilitación, esto es, las actuaciones de conservación, mejora y de regeneración urbana.

En particular, las actuaciones de regeneración urbana exigen que la administración competente delimite el correspondiente ámbito, que puede ser continuo o discontinuo, así como de mera rehabilitación edificatoria, pudiendo incluirse en el mismo actuaciones de demolición, renovación o sustitución de viviendas o edificios completos, siempre que no afecten a más del 50% de los edificios, de las viviendas o de la edificabilidad. 

En estos casos, las actuaciones de regeneración urbana tendrán la consideración de actuaciones de transformación urbanística, de acuerdo con lo previsto en el artículo 14.1 del texto refundido de la ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, siéndoles de aplicación el régimen de las actuaciones de urbanización o dotación según corresponda.

Se aclara, asimismo, qué sujetos están obligados a su realización y cuáles legitimados para participar en las actuaciones de rehabilitación y se explicitan las facultades reconocidas a las comunidades de propietarios, agrupaciones de éstas y cooperativas que pudieran constituirse al respecto.

Se generaliza la inspección técnica de los edificios que posean una antigüedad superior a 50 años (ya existente en la mayoría de las leyes urbanísticas autonómicas) que estén situados en municipios de más de 25.000 habitantes, salvo que las CA fijen otros estándares poblacionales. 

El capítulo V está dedicado a las medidas de seguridad en materia inmobiliaria, que se centran básicamente en dos tipos: 

· las relacionadas con la imposibilidad de concesión de facultades por medio del silencio positivo, y 

· las relativas a medidas registrales cuyo objeto consiste en garantizar y fortalecer la seguridad jurídica en los actos y negocios inmobiliarios por medio del registro de la propiedad.

En relación con las primeras, se confirma la regla, ya contenida en el texto refundido de la ley de suelo, de la imposible adquisición por silencio administrativo de derechos o facultades que contravengan la ordenación territorial o urbanística.

En relación con las segundas, se hace especial hincapié en las medidas de protección registral, entre ellas se encuentra la incorporación al registro de la propiedad de la información que permitirá a los adquirentes de inmuebles conocer por anticipado la posible situación litigiosa en la que éstos se encuentran, incluyendo los procedimientos que puedan suponer la imposición de sanciones o la futura demolición. Hasta este momento, el acceso de dicha información era potestativa para los ayuntamientos, ahora se establece la obligatoriedad de proporcionarla al registrador, imponiendo a las entidades locales que la incumplan los perjuicios económicos que pudieran causarse a los adquirentes de buen fe.

Además, mediante la modificación del artículo 20 del RDL 2/2008, se precisan los requisitos de acceso al registro de la propiedad de las obras nuevas terminadas, impidiendo que puedan ser objeto de inscripción registral aquéllas que, contando con la licencia de obras pertinente y con la certificación técnica de que la obra se ajusta al proyecto aprobado, no posean la licencia de primera ocupación. 

Asimismo, se añade un nuevo apartado 6 al artículo 17 del texto refundido de la ley de suelo que establece una nueva autorización administrativa para inscribir la constitución o modificación del régimen de propiedad horizontal de los complejos inmobiliarios, para evitar el acceso al registro de adquisiciones que no se adapten a las licencias concedidas o a la normativa urbanística.

Se otorga nueva redacción al artículo 51 y a los apartados 1 y 2 del artículo 53 de la ley estatal de suelo, permitiendo el acceso al registro de la propiedad de los edificios fuera de ordenación.

Por último, la Sección tercera del capítulo VI modifica diversas leyes para su adaptación a la disposición adicional octava de la ley 2/2011, de 4 de marzo de economía sostenible, en materia de licencias de locales de actividad. Así, se modifican, entre otras, la ley 37/2003, de 17 de noviembre  del ruido y la ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrado de la contaminación. 

- Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de valoraciones de la ley de suelo. (BOE núm. 270, de 9 de noviembre).

La disposición final segunda del texto refundido de la ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, autorizó al Gobierno para proceder, en el marco de sus atribuciones al desarrollo de la citada ley. 

El real decreto se dicta al amparo de las competencias reservadas al Estado con carácter exclusivo por el artículo 149.1.8º y 18º de la CE, sobre legislación civil, de expropiación forzosa y sistema de responsabilidad de las administraciones públicas.

Se exceptúan de lo anterior las disposiciones incluidas en el capítulo I, que tienen el carácter de condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los correspondientes deberes constitucionales y, en su caso, las bases de la planificación general de la actividad económica y del régimen de las administraciones públicas, dictadas en ejercicio de las competencias reservadas al Estado en el artículo 149.1.1º, 13º y 18º CE.

Deroga expresamente el Título IV sobre valoraciones del Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprobó el Reglamento de Gestión Urbanística.

El reglamento, como su propio título expresa, desarrolla el texto refundido en lo relativo a la valoración inmobiliaria y se estructura en cinco capítulos y cuatro anexos. 

El capítulo I contiene como disposiciones generales, el objeto del reglamento, la definición acotada de suelo en situación de urbanizado del artículo 12.3 del RDL 2/2008 que había planteado problemas interpretativos y detalla los contenidos necesarios para proceder a la evaluación y seguimiento de la sostenibilidad económica de los instrumentos de ordenación. 

Respecto del suelo urbanizado, el artículo 12.3 del RDL 2/2008  establece que se encuentra en dicha situación, el integrado de forma legal y efectiva en la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población, entendiendo que así ocurre cuando, las parcelas estén o no edificadas, cuenten con los servicios y las dotaciones requeridos por la legislación urbanística o puedan llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión de las parcelas a las instalaciones ya en funcionamiento.

El artículo 2 del reglamento añade que no pueden ser consideradas como tales las carreteras de circunvalación ni las vías de comunicación interurbanas que no tengan, de acuerdo con el instrumento de ordenación correspondiente, la consideración de viales urbanos. 

Esta adición es muy similar a la contenida en nuestra LUA en el articulo 12.a) para definir el suelo urbano.

La novedad estriba en la consideración expresa como suelo urbanizado del que esté incluido en un ámbito para el que el instrumento de ordenación prevea una actuación de reforma interior o renovación urbana, es decir, incluido en una actuación de urbanización, conforme al artículo 14.1.a).2 del RDL 2/2008 y suelo urbano no consolidado en nuestro ordenamiento urbanístico aragonés, ex artículo 13.2 LUA.

Hasta ahora, se podía haber interpretado que dicho suelo podría tener la consideración de suelo rural a efectos valorativos y ello porque el artículo 12.2.b) del RDL 2/2008 señala que la ostenta el suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de urbanización. 

No obstante, esa interpretación no sería correcta si se tiene en cuenta que el artículo 24.3 del mismo RDL 2/2008 ya define como suelo urbanizado al sometido a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización.

Respecto de la memoria de sostenibilidad económica, documento integrante de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de urbanización, prevista en el artículo 15.4 del RDL 2/2008, el reglamento aclara el contenido de la misma.

Así, en relación con el impacto en la hacienda local, señala que deben cuantificarse los costes de mantenimiento por la puesta en marcha y la prestación de los servicios públicos necesarios para atender el crecimiento urbano previsto en el instrumento de ordenación, y estimar el importe de los ingresos municipales derivados de los principales tributos locales, en función de la edificación y población potencial previstos, evaluados en función de los escenarios socio- económicos previsibles hasta que se encuentren terminadas las edificaciones que la actuación comporta.

Según dispone el artículo 15.5, las administraciones competentes en materia de ejecución deben elevar al órgano respectivo de gobierno, un informe de seguimiento de la actividad de gestión urbanística. Dicho informe debe comprender, según señala el artículo 3.2 del reglamento, el cumplimiento de las previsiones de los informes de sostenibilidad económica y ambiental y las eventuales desviaciones resultantes en relación con las estimaciones realizadas así, como en su caso, las propuestas de medidas que favorezcan el equilibrio ambiental y territorial o el reajuste económico para la hacienda local. 

El capítulo II se dedica a definiciones y criterios generales para la realización de las valoraciones.

Así, se considera una explotación en suelo rural a la unidad económica de producción que desarrolla el conjunto de actividades, usos y utilidades en una parcela o finca que se toma como marco de referencia a los efectos de calcular la renta real o potencial.

Define qué se considera construcción, edificación e instalaciones acudiendo a los conceptos de las mismas previstos en la ley de ordenación de la edificación.

Indica qué se entiende que las edificaciones, construcciones e instalaciones se ajustan a la legalidad al tiempo de valoración cuando se realizaron de conformidad con la ordenación urbanística y el acto administrativo legitimante que requiriesen, o han sido posteriormente legalizadas.

El artículo 6 regula el ámbito de las valoraciones y los criterios generales para la valoración.

Se rigen por lo dispuesto en el RDL 2/2008 y en este reglamento:

a) La verificación de las operaciones de reparto de beneficios y cargas, en defecto de acuerdo de todos los propietarios afectados.

b) La fijación del justiprecio expropiatorio, cualquier que sea la finalidad de esta y la legislación que la motive.

c) La fijación del precio a pagar al propietario en la venta o sustitución forzosa.

d) La determinación de la responsabilidad patrimonial de la administración pública.

El valor del suelo corresponde a su pleno dominio libre de toda carga, gravamen o derecho limitativo, cuando exista, debe deducirse del valor del derecho de propiedad y se tasa según su situación y con independencia de la causa de la valoración y el instrumento legal que la motive.

Este criterio se aplica también a los suelos destinados a infraestructuras y servicios públicos de interés general supramunicipal, tanto si están previstos por la ordenación territorial y urbanística como si fueran de nueva creación, cuya valoración debe determinarse según la situación básica de los terrenos en que se sitúan o por los que discurren

Cuando el suelo se encuentra en situación básica de rural se tasa aplicando los criterios fijados en el capítulo III del reglamento; si se encuentra en situación de urbanizado debe acudirse al capítulo IV del mismo.

Tal y como se indica en el preámbulo del reglamento, para valorar inmuebles en situación básica de suelo rural se desarrolla el valor de la capitalización de la renta real o potencial de la explotación. Se produce la sustitución teórica de la renta de la tierra, por la renta de la explotación.

En cuanto a la valoración de inmuebles en situación básica de suelo urbanizado se utilizan criterios basados en información del mercado, acomodados al cumplimiento de los deberes y al levantamiento de las cargas urbanísticas por parte de sus titulares.

El capítulo V se refiere a las indemnizaciones de la facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización y de la iniciativa y promoción de actuaciones de urbanización y edificación desarrollando las previsiones de los artículos 25 y 26 del RDL 2/2008.

En el Anexo I se fijan los coeficientes correctores del tipo de capitalización en explotaciones agropecuarias y forestales, en el II, los coeficientes  correctores que deben aplicarse por antigüedad y estado de conservación, en el III la vida útil de las edificaciones, construcciones e instalaciones y en el IV, las primas de riesgo.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

B) CATALUÑA

- Ley 7/2001, de 27 de julio de medidas fiscales y financieras. (DOGC núm. 5931, de 29 de julio).

El capítulo III de la ley, relativo a las modificaciones de leyes sustantivas, se divide en tres secciones. La sección tercera que lleva la rúbrica de “urbanismo”, modifica la ley 2/2004, de 4 de junio, de mejora de barrios rurales, áreas urbanas y villas que requieran una atención especial, para condicionar la convocatoria de ayudas a la disponibilidad del fondo de fomento del programa de barrios y áreas urbanas de atención especial.

La disposición adicional quinta deja sin efecto la tipología de vivienda con protección oficial concertada de Cataluña que se estableció en el Decreto 13/2010, de 2 de febrero, del plan para el derecho a la vivienda 2009-2012, en todas sus modalidades.

Los suelos calificados de vivienda de protección oficial que los planes directores de delimitación de áreas residenciales estratégicas vigentes prevén destinar a esta tipología de acuerdo con la disposición adicional quinta del texto refundido de la ley de urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, que la presente ley deroga, pueden ser destinados a cualquiera de las tipologías de vivienda con protección oficial. 

C) GALICIA

- Ley 5/2011, de 30 de septiembre, de patrimonio de la Comunidad Autónoma de Galicia. (DOG núm. 203, de 24 de octubre).

De la citada ley resulta reseñable a efectos del presente informe el título VI dedicado a las relaciones interadministrativas y a las normas sobre el régimen de gestión urbanística de los bienes públicos.

El artículo 101 determina que sin perjuicio de las publicaciones que fueran preceptivas, la aprobación inicial, provisional y definitiva de los instrumentos de planeamiento urbanístico que afecten a bienes y derechos del patrimonio de la CA será notificada por el ayuntamiento a la consejería competente  en materia de patrimonio o a la entidad instrumental titular de los mismos.

Los plazos para formular alegaciones o interponer recursos, en su caso, frente a los actos que hayan de ser objeto de comunicación comienzan a contarse desde la fecha de recepción de la misma. 

El artículo 102 se refiere a la ejecución del planeamiento y señala que las cesiones y demás operaciones patrimoniales sobre bienes y derechos del patrimonio de la CA, que se deriven de la ejecución del planeamiento, se rigen por lo dispuesto en la legislación urbanística, con estricta aplicación del principio de distribución de cargas y beneficios. Son órganos competentes para acordarlas los mismos previstos en la ley para llevar a cabo la operación patrimonial de que se trate.

La incorporación de la administración de la CA y de las entidades públicas instrumentales a actuaciones de ejecución del planeamiento exige la adhesión expresa de la consejería competente en materia de patrimonio o de la entidad pública instrumental. Cuando en estas actuaciones urbanísticas estén afectados bienes o derechos demaniales será necesaria, con carácter previo a la adhesión, la desafectación de los mismos. 

De otro lado, se indica que, en ningún caso, la calificación que el planeamiento urbanístico otorgue a los bienes inmuebles del patrimonio de la CA determina por sí misma la afectación o desafectación de los mismos al dominio público. 

D) ANDALUCIA

- Ley 4/2011, de 6 de junio, de medidas para potenciar inversiones empresariales de interés estratégico para Andalucía y de simplificación, agilización administrativa y mejora de la regulación de actividades económicas en la Comunidad Autónoma de Andalucía. (BOJA núm. 118, de 17 de junio). 

Esta ley señala que son inversiones empresariales de interés estratégico las declaradas así por su especial relevancia para el desarrollo económico, social y territorial. 

Para ser declaradas como tales por la Comisión Delegada para asuntos económicos a la que se le atribuye la competencia, los proyectos deben ser dirigidos a inversiones no residenciales y ser coherentes con los objetivos de sostenibilidad económica, social, territorial y medioambiental.

El artículo 10 regula las medidas en materia de urbanismo. Con carácter general, se reducen a la mitad los plazos para el otorgamiento de cualquier autorización administrativa previa que resulte precisa para la ejecución de las obras o para la apertura o funcionamiento de las instalaciones de las inversiones declaradas de interés estratégico, sin perjuicio de que el trámite de licencia previa pueda quedar sustituido por la correspondiente declaración responsable de acuerdo con lo previsto en el artículo 13 de la misma ley y lo establecido en las leyes sectoriales aplicables. 

En los supuestos en que la ejecución o implantación de las inversiones declaradas de interés estratégico supongan una alteración del planeamiento territorial o urbanístico, puede efectuarse por el Consejo de Gobierno la declaración de interés autonómico conforme a lo previsto en el artículo 41 de la ley 1/1994, de 11 de enero, de ordenación del territorio de Andalucía. 

Este artículo 41, que pasa a constituir el título VI de la ley 1/1994, se introduce con la presente ley.

La declaración de interés autonómico se realiza a propuesta de la consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo y requiere la audiencia previa de las administraciones públicas afectadas y del ayuntamiento o ayuntamientos de los municipios en cuyo término municipal se ubique la actuación.

La declaración tiene, entre otros, los siguientes efectos: lleva implícita, en su caso, la necesidad de urgente ocupación a los efectos de expropiación forzosa de los terrenos necesarios para las conexiones a las redes generales; legitima inmediatamente su ejecución, siendo sus determinaciones directamente aplicables y conlleva la modificación de los planes de ordenación del territorio de ámbito subregional que no amparen las determinaciones del proyecto aprobado.

En el acuerdo de declaración de interés autonómico, el Consejo de Gobierno debe determinar el alcance de la misma y las condiciones para su desarrollo, estableciendo las obligaciones que deberá asumir el promotor de la inversión. 

El incumplimiento de los requisitos y condiciones establecidos determina, previa la tramitación del oportuno procedimiento, su revocación por el Consejo de Gobierno, sin perjuicio de las responsabilidades en que hubiera podido incurrirse de acuerdo con la normativa que sea de aplicación.

E) ASTURIAS

- Decreto 30/2001, de 13 de abril, de primera modificación del Reglamento de  Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias. (BOPA núm. 100, de 3 de mayo).

La modificación es de escasa entidad dado que se ciñe a modificar alguno de los artículos que planteaban dudas interpretativas.

Así, se aclara que la mayoría del 50% de los propietarios de suelo es requerida tanto para la formulación del proyecto de compensación como para su aprobación en el seno de la junta de compensación.

También se modifican una serie de preceptos jalonados en capítulos y secciones diferentes, que disponen quién o quiénes hayan ser considerados urbanizadores, según el sistema de gestión de que retrate. Alguno de estos preceptos podía incurrir en contradicciones, en la medida en que podía llegar a confundirse la figura del agente urbanizador como sistema de gestión de suelo con la obligación de urbanizar que tienen los propietarios de suelo. 

I) VALENCIA

- Decreto 43/2011, de 29 de abril, del Consell, por el que se modifican los Decretos 66/2009, de 15 de mayo, y 189/2009, de 23 de octubre, por los que se aprobaron, respectivamente, el Plan Autonómico de vivienda de la Comunidad Valenciana 2009-2012 y el Reglamento de rehabilitación de edificios y viviendas. (DOCV núm. 6512, de 3 de mayo).

Las modificaciones que se establecen mediante este Decreto se refieren al informe de conservación del edificio y a la inspección técnica de construcciones o de edificios de viviendas catalogadas o de antigüedad superior a 50 años.

El informe de conservación del edificio (ICE) es el documento que recoge la información relativa a la situación general del edificio y permite la evaluación técnica del estado de conservación de los elementos comunes.

Para optar a la financiación de las actuaciones de rehabilitación y obtener la calificación provisional es necesario que éstas contemplen las identificadas en el ICE como intervenciones urgentes.

El ICE tiene una vigencia máxima de 5 años desde la realización del mismo, debe ser elaborado por técnico competente en materia de edificación residencial a solicitud del promotor de la rehabilitación y los planes de vivienda podrán regular sistemas de ayuda para la financiación del mismo.

 El procedimiento de elaboración del informe de conservación del edificio se establece como el procedimiento de referencia para la elaboración del informe de inspección periódica de las construcciones. 

- Decreto 62/2011, de 20 de mayo, del Consell, por el que se regula el procedimiento de declaración y el régimen de protección de los bienes de relevancia local. (DOCV núm. 6529, de 26 de mayo).

Son bienes inmuebles de relevación local aquellos inmuebles que poseen, en el ámbito comarcal o local, valores históricos, artísticos, paleontológicos o etnológicos en grado relevante, aunque sin la singularidad propia de los bienes declarados de interés cultural.

El presente Decreto, como indica literalmente su título, tiene por objeto desarrollar los distintos procedimientos de declaración de los bienes inmuebles de relevancia local, concretar el régimen de protección mediante el establecimiento de unos contenidos mínimos para todas las fichas del catalogo y fijar un régimen transitorio de protección para los bienes que ya cuenten con dicha consideración o se encuentren en tramitación para su declaración, hasta la definida aprobación de los catálogos municipales de bienes y espacios protegidos. 

La gestión y disciplina urbanística de los bienes inmuebles de relevancia local se encomienda a los ayuntamientos sin perjuicio de la competencia concurrente de la Generalidad.

Los ayuntamientos otorgaran las licencias municipales que se ajusten a las determinaciones de la correspondiente ficha del catálogo. Su concesión se debe comunicar, con carácter simultáneo, al peticionario y a la consejería competente en materia de cultura a través de sus direcciones territoriales e irá acompañada, en todo caso, de un informe técnico municipal que avale el ajuste de la intervención con el régimen de protección establecido en la correspondiente ficha del catalogo.

L) CANARIAS.

- Decreto 124/2011, de 17 de mayo, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación Territorial de las Telecomunicaciones de Canarias. (DOC núm. 112, de 8 de junio).

Las Directrices de Ordenación de las Telecomunicaciones (DOT) se estructuran en tres títulos. El primero se refiere a las disposiciones generales, el segundo, a la planificación urbanística y territorial y el tercero a criterios técnicos. 

Las determinaciones de las Directrices pueden desarrollarse a través de Planes Territoriales Especiales de ámbito regional; insular o comarcal, Instrumentos de Ordenación de los Espacios Naturales Protegidos  y Planes Generales de Ordenación o, en su caso, Planes Especiales, que definirán las redes y objetivos a nivel municipal, en cumplimiento de sus competencias en materia de urbanismo y medio ambiente, así como las condiciones de ocupación del dominio público. 

Se regula el Plan de implantación o despliegue que es el documento por el que los operadores trasladan al planificador las previsiones de sus necesidades de uso del suelo, diferenciando los usos e instalaciones actuales y los meramente previstos, conformándose como principal vehículo para articular en relación al planeamiento, del que no forma parte pero en cuya tramitación se integra, el derecho de los operadores a definir sus redes que dimana de la Ley 32/2003, general de telecomunicaciones.

Tienen un carácter y finalidad puramente informativa, no autorizatoria y se conforma como un instrumento necesario para la elaboración de los diferentes instrumentos de planeamiento, debiendo por ello estructurarse su contenido de modo que permita su desglose con ámbito regional, insular y municipal para su adecuado tratamiento por los diferentes planificadores. Su contenido se entiende aprobado en tanto se integre como determinaciones de cualquiera de los instrumentos de planeamiento. 

O) ISLAS BALEARES

- Decreto-Ley 3/2011, de 29 de julio, de modificación de los plazos previstos en el artículo 3 de la ley 10/2010, de 27 de julio, de medidas urgentes relativas a determinadas infraestructuras y equipamientos de interés general en materia de ordenación territorial, urbanismo e impulso a la inversión. (BOIB núm. 115, de 30 de julio). 

La ley 10/2010 contenía una disposición transitoria que excepcionaba el requisito de implantación del servicio de alcantarillado para el otorgamiento de licencias urbanísticas, certificados de final de obra y cédulas de habitabilidad para viviendas unifamiliares aisladas en determinados supuestos de suelo urbano y urbanizable.

Dicha disposición exigía que en el plazo de un año, a contar desde la entrada en vigor de la ley, los ayuntamientos tenían que haber aprobado definitivamente el pertinente proyecto de urbanización o dotación de servicios que implantara el sistema de alcantarillado, incluyendo las conexiones a los sistemas generales de depuración y, asimismo, que las obras mencionadas se debían ejecutar y estar en funcionamiento antes de dos años desde su entrada en vigor.

El primer plazo vencía el 5 de agosto de 2011 y, una vez advertido que la mayoría de los ayuntamientos afectados no han aprobado los proyectos de urbanización por caudas diversas, el objeto de este Decreto-Ley es prorrogar los plazos marcados que pasan de 1 a 3 años y de 2 años a 4.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 74/2011, de 19 de mayo. Recurso de inconstitucionalidad interpuesto frente a la disposición adicional decimoctava de la ley 25/2002, de 19 de diciembre, de presupuestos generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para el año 2003. Límites a la ley de presupuestos y condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el derecho de propiedad del suelo. Nulidad del precepto que vincula a fines sociales los terrenos de titularidad pública incorporados a al proceso urbanizador.

La disposición adicional recurrida resultaba del siguiente tenor literal: “Los terrenos propiedad de las Administraciones y Empresas Públicas, o que se enajenen por éstas a partir de la entrada en vigor de esta ley, y que se incorporen al proceso de urbanización y edificación de uso residencial, no podrán tener otro destino que la construcción de viviendas sujetas algún régimen de protección pública o a otros usos de interés social”. 

El Abogado del Estado considera que la disposición impugnada resulta inconstitucional al exceder de los límites del contenido material de una ley de presupuestos por suponer una restricción ilegítima a las competencias del poder legislativo (Cortes de Castilla-La Mancha) e infringir el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), debido a la incertidumbre que una regulación de este tipo origina. 

Funda también la inconstitucionalidad de la disposición en la vulneración de las condiciones básicas que garantizan la igualdad a todos los españoles en el ejercicio del derecho de propiedad establecidas en la legislación estatal sobre régimen de suelo ex art. 149.1.1 CE.

La infracción de esta condición básica se produce por la mera supresión del inciso “de acuerdo con el planeamiento urbanístico” que incluía la disposición adicional novena de la ley 4/1991, de 13 de diciembre, modificada por la disposición recurrida, al establecer el uso y destino de los terrenos prescindiendo del planeamiento urbanístico preexistente cualquiera que fuera la naturaleza del mismo. Se produce igualmente la infracción de dicha condición básica al establecer el uso y destino de los terrenos en función de la propiedad de los mismos, prescindiendo de las condiciones y necesidades de la ordenación urbanística del municipio correspondiente, es decir, en virtud de un criterio ajeno a lo urbanístico y a la ordenación del territorio que carece de eficacia legitimadora para configurar los limites de la propiedad del suelo. 

El Letrado de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en relación con el primero de los vicios de inconstitucionalidad imputados, analiza si aquella disposición, en cuanto busca potenciar la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, tiene cabida en el contenido posible, no necesario o eventual de las leyes de presupuestos, considerando como tal aquel que está referido a la política económica del poder ejecutivo.

En este sentido afirma que dicha disposición es complemento de un importante eje de la política económica de la administración regional encaminado al incremento del suelo urbano y urbanizable con destino a la construcción de viviendas de protección pública, siendo de destacar tanto la inversión pública directa destinada a su construcción como la indirecta destinando fuertes sumas en los presupuestos, como medida de fomento, para la promoción por los particulares de las mismas. 

Sostiene que el artículo 41 del Estatuto de Autonomía indica que la Junta debe orientar su actuación económica a la consecución del pleno empleo, el aprovechamiento y la potenciación de los recursos, el aumento de la calidad de vida de los castellano-manchegos y la solidaridad regional. Objetivos íntimamente ligados y reconducibles todos ellos a una política social en materia de vivienda que en los presupuestos de 2003 tiene una gran relevancia económica.

En relación con la infracción denunciada de las condiciones básicas garantizadoras de la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho de propiedad del suelo, competencia exclusiva del Estado ex artículo 149.1.1 CE, sostiene que esta competencia estatal está referida a los “españoles”, es decir, a los ciudadanos y no a las administraciones públicas. En este sentido trae a colación la STC 237/2000, de 16 de octubre, FJ 2, en la que se afirmó que los entes públicos no son titulares del derecho fundamental de igualdad.

En cambio, estima que sí debe considerarse competencia exclusiva de la CA la calificación como asignación de un determinado destino a los suelos de los que sean titulares las administraciones y empresas públicas que se incorporen al proceso de urbanización y edificación de uso residencial, pues se está sin duda, ante el ejercicio de una competencia netamente urbanística.

El TC señala, visto el hilo argumental de los dos letrados, que el análisis del primer motivo de inconstitucionalidad ha de partir de su consolidada doctrina sobre los límites materiales al contenido de las leyes de presupuestos, inicialmente elaborada en relación con las leyes de presupuestos del Estado.

Así, afirma que el contenido mínimo, necesario e indisponible de las leyes de presupuestos generales del Estado es el explícitamente proclamado en el artículo 134.2 CE, es decir, la previsión anual de la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y la consignación del importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. Por su parte, el contenido eventual resulta limitado estrictamente a aquellas materias que guarden relación directa con las previsiones de ingresos y habilitaciones de gastos de los presupuestos o con los criterios de política económica general en que se sustentan. El cumplimiento de las indicadas condiciones resulta necesario para justificar las restricciones de las competencias del poder legislativo, propia de las leyes de presupuesto para salvaguardar la seguridad jurídica que garantiza el artículo 9.3 CE.  

Reseñada la doctrina constitucional formulada respecto de las leyes de presupuestos generales del Estado, el TC señala que debe determinarse si las leyes de presupuestos de la CA se encuentran sometidas a límites materiales análogos.

En este sentido, declara que el canon de constitucionalidad aplicable a las fuentes normativas de las CA es el que se contiene en sus respectivos Estatutos de Autonomía, en las leyes estatales que, dentro del marco constitucional, se hubieran dictado para delimitar las competencias entre el Estado y las CA y, por supuesto, en las reglas y principios constitucionales aplicables a todos los poderes públicos. 

Estudiados los indicados preceptos, el TC sostiene que existe una identidad sustancial entre las normas que integran el bloque de la constitucionalidad aplicable a la institución presupuestaria de la CA y cuanto dispone respecto del Estado el artículo 134.2 CE.

Alcanzada la anterior conclusión, el TC afirma que la disposición impugnada, por su contenido y finalidad, es evidente que no puede ser encuadrada en lo que se ha definido como núcleo mínimo, necesario e indisponible de las leyes de presupuestos, consistente en la expresión cifrada de la previsión de ingresos y la habilitación de gastos. Tratándose de una materia distinta a la estrictamente presupuestaria, ha de determinarse si puede formar parte de su contenido posible o eventual.

Desde esta perspectiva, el TC señala que la determinación del destino urbanístico de los terrenos a los que se refiere la disposición impugnada no guarda relación directa con los ingresos o gastos de la CA pues ninguna incidencia tiene sobre los gastos autorizados y carece de una repercusión directa sobre los ingresos presupuestarios.

También descarta que guarde relación directa con los criterios de política económica general de los que el presupuesto es el instrumento, arguyendo que : “  Salvo que se adopte un concepto desmesurado y, por lo tanto, inoperante, la determinación del destino urbanístico de determinados terrenos, condicionado, además, a su incorporación a un proceso de urbanización y edificación de uso residencial, no puede calificarse como un complemento necesario de la misma, ni tiene incidencia relevante sobre ella”.
Considera que el que la disposición recurrida dé nueva redacción a un apartado de la anterior disposición adicional, manteniendo sustancialmente inalterada su primigenia redacción en cuanto al destino urbanístico de los terrenos a los que se refiere aquel apartado, con la única salvedad de suprimir la referencia al planeamiento urbanístico, revela, “que se trata de una típica  norma que se integra dentro de la materia urbanismo con vocación de permanencia en el tiempo y cuya ubicación natural sería, en consecuencia, la legislación específica que regula dicha materia, y que, en consecuencia, no presenta una conexión directa con las previsiones de ingreso y las habilitaciones de gasto en los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma para el ejercicio 2003, ni con los criterios de política económica general en que aquéllas se sustentan, ni es complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor o más eficaz ejecución del presupuesto.” 

En atención a lo expuesto, el TC declara la inconstitucionalidad y nulidad de la disposición decimoctava de la ley 25/2002, de 19 de diciembre, de presupuestos generales de la Junta de Comunidades de Castilla- La Mancha.

- Sentencia 137/2011, de 14 de septiembre. Recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra el artículo 1 del Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de liberalización en el sector inmobiliario y transportes. Límites a los Decretos-Leyes, distribución de competencias en materia de urbanismo; inexistencia de situación de extraordinaria y urgente necesidad. Nulidad de disposición estatal.

El artículo recurrido introduce, en sus tres apartados, modificaciones en varios artículos de la ley 9/1998, de 13 de abril, sobre régimen de suelo y valoraciones.

El apartado uno modifica la redacción del artículo 9.2 de la ley que definía qué suelo tenía la consideración de no urbanizable, eliminando un último inciso del siguiente tenor: “así como aquellos que considere inadecuados para el desarrollo urbano”.

El apartado dos modifica la redacción del artículo 15 de la ley, titulado derechos de los propietarios de suelo urbanizable, adicionando el derecho de las administraciones públicas a promover su transformación, sean o no competentes para la aprobación del correspondiente planeamiento de desarrollo.

Finalmente, el apartado tres, altera, por adicción, el apartado 1 y añade un aparatado 3 al artículo 16 de la ley 6/98. En el apartado uno, la novedad consiste en la introducción de los supuestos de fijación del momento a quo para la posible presentación ante el ayuntamiento del planeamiento de desarrollo por parte de los titulares del derecho a promover la transformación del suelo urbanizable (desde el momento en que el planeamiento general delimite sus ámbitos o se hayan establecido las condiciones para su desarrollo o, se proceda a su delimitación o a la definición de las condiciones en virtud de un proyecto de delimitación o planeamiento presentado por la iniciativa privada).

El apartado 3 introducido fija un plazo de seis meses, a expensas del que en su caso se establezca por la legislación autonómica, contado desde la presentación del correspondiente planeamiento de desarrollo, para considerarlo aprobado definitivamente, siempre que se hubiera efectuado el trámite de información pública, lo que podrá efectuarse por iniciativa del que promueva el planeamiento.

En el recurso los diputados recurrentes denuncian la vulneración de varios preceptos constitucionales.

En primer lugar, consideran que tales extremos (criterios para la clasificación del suelo no urbanizable y fijación de las condiciones de ejercicio del derecho a promover la transformación del suelo urbanizable) no pueden ser regulados por Decreto-Ley, formalmente, porque no concurre el presupuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad exigido por el artículo 86.1 CE y, materialmente, porque la regulación impugnada, al penetrar en el contenido básico del derecho de propiedad, ignora la prohibición de afectar a los derechos, deberes y libertades regulados en el Título I CE que establece el citado artículo 86.1. 

En segundo lugar, denuncian que esa regulación excede de las competencias estatales, toda vez que ni el artículo 149.1.1 ni el artículo 149.1.13 o, en fin el artículo 149.1.18 CE invocados proporcionan la necesaria cobertura competencial, además de vulnerar también la garantía institucional de la autonomía local (artículo 137 CE).

Y, finalmente, en tercer lugar, le imputan al precepto impugnado infracción del principio constitucional de protección y mejora del medio ambiente adecuado (artículo 45 CE), así como del principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 CE).

El abogado del Estado defiende que el artículo 1 del Real Decreto-Ley debe ser tomado en consideración como una pieza más de un conjunto de cinco Reales Decretos-Leyes aprobados en la misma fecha con un objetivo liberalizador común. Sostiene que la exposición de motivos ofrecería elementos de juicio más que suficientes para entender que concurre el presupuesto constitucional habilitante tanto desde el punto de vista formal como material, no pudiendo excluirse que un Decreto-Ley pueda estar justificado para reaccionar frente a situaciones estructurales, máxime cuando las medidas adoptadas, dada su eficacia inmediata, inciden desde el momento de su aplicación en el comportamiento de los agentes económicos. 

El TC estudia, en primer lugar, la vulneración del artículo 86.1 CE pues, según consolidada doctrina  jurisprudencial, dicha tacha incide sobre la validez del precepto impugnado, en función de su propia forma de aprobación, de modo que, en caso de ser estimada, resulta innecesario el análisis de las restantes alegaciones. 

Previamente a dicho examen, el TC precisa que el hecho de que el precepto impugnado fuese parcialmente modificado por la ley 10/2003, de 20 de mayo, aprobada como consecuencia de la tramitación como proyecto de ley del propio Real Decreto-Ley 4/2000, una vez convalidado por el Congreso de los Diputados y, su posterior derogación por la ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, no priva de objeto el presente proceso pues no impide controlar si la potestad reconocida al Gobierno por el artículo 86.1 se realizó siguiendo los requisitos establecidos en dicho precepto constitucional. 

El TC señala que, de acuerdo con la doctrina constitucional, la utilización de este instrumento normativo se estima legitima “en todos aquellos casos en que hay que alcanzar los objetivos marcados para la gobernación del país, que, por circunstancias difíciles o imposibles de prever, requieren una acción normativa inmediata en el plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes  o, en que las coyunturas económicas exigen una rápida respuesta”.

También ha afirmado que “la definición por los órganos políticos de una situación de extraordinaria y urgente necesidad debe ser explicita y razonada y debe existir una conexión de sentido o relación de adecuación entre la situación definida que constituye el presupuesto habilitante y las medidas que se adoptan en el Decreto-Ley de manera que estas últimas guarden una relación directa o de congruencia con la situación que se trata de afrontar”.

De otro lado señala que “los factores que determinan que el Gobierno dicte una disposición legal excepcional son los que, básicamente quedan reflejados en la exposición de motivos de la norma, a lo largo del debate parlamentario de convalidación y en el propio expediente de elaboración de la misma, debiendo siempre tener presentes las situaciones concretas y los objetivos que han dado lugar a su aprobación”. 

De conformidad con la doctrina constitucional expuesta, el TC estudia la exposición de motivos y la intervención del Ministro de Fomento en el trámite de convalidación.

Así, señala que con las medidas incluidas en el precepto impugnado se pretende hacer frente a una situación de rigidez del mercado inmobiliario, determinada por el fuerte crecimiento de la demanda y la escasez de suelo urbanizable lo que condiciona el precio de los productos inmobiliarios, cuya reducción se trata de conseguir aumentado la oferta de suelo.

Como se advierte en la propia exposición de motivos se trata de afrontar una situación carácter estructural y no coyuntural, circunstancia que, a juicio del TC, por si misma no es suficiente para estimar que en este caso se haya hecho un uso inadecuado de la figura del Decreto-Ley, por lo que pasa a examinar si concurren ciertas notas de excepcionalidad, gravedad, relevancia e imprevisibilidad que determinen la necesidad de una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido para la tramitación parlamentaria de las leyes, bien sea por el procedimiento ordinario o por el urgencia.

El TC sostiene que la situación de rigidez del mercado inmobiliario que se pretende afrontar con este Real Decreto-Ley ya había sido expuesta con anterioridad en otros instrumentos normativos que precedieron al mismo.

En defecto de una justificación expresa por parte del Gobierno, el TC indica que “en el presente caso nada hay que indique que la regulación introducida trate de dar respuesta a una situación de naturaleza excepcional o que constituya una necesidad urgente…si algo despunta en la regulación controvertida es que la misma se inserta en el esfuerzo continuado e iniciado en 1996 en el ámbito de la legislación urbanística por incrementar el suelo disponible y, al cabo, por abaratar el precio de la vivienda. Pero tal esfuerzo y objetivo…no es, como también se ha observado, coyuntural sino estructural y, en consecuencia, en defecto de la existencia de una situación especialmente cualificada por las notas de gravedad, imprevisibilidad o relevancia, no alcanza por sí misma a satisfacer el cumplimiento de los estrictos límites a los que la CE ha sometido el poder legislativo del Gobierno.”
En suma, a la vista de las circunstancias concurrentes y de las razones expuestas, el TC concluye que el Gobierno no ha aportado justificación suficiente que permita apreciar la existencia del presupuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad, lo que determina la declaración de inconstitucionalidad y nulidad de dicho artículo.

Interesante, por discrepante en todos sus términos, resulta el voto particular que formulan dos de los Magistrados del  TC.

2.- TRIBUNAL SUPREM0. 

- STS de 16 de septiembre de 2011. Aprobación de los instrumentos de ordenación urbanística por silencio administrativo positivo.

El TSJ de la Comunidad Valenciana dictó sentencia desestimatoria frente al recurso interpuesto por la agrupación de interés urbanístico del sector B-6 del Plan General de Denia contra el acuerdo municipal que denegó aprobar el programa de actuación integrada correspondiente a dicho sector. 

Se fundamentaba la desestimación en la no aprobación por silencio administrativo positivo de la propuesta de programa de actuación integrada considerando que ningún particular, sea o no propietario de los terrenos, que elabore y presente una propuesta de programa, goza de un derecho subjetivo preexistente a que se apruebe y adjudique el programa presentado dado que, el artículo 43.2 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, exceptúa de la estimación por silencio administrativo positivo a las solicitudes de los interesados cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfieran al solicitante facultades relativas a un servicio público, cual es la de urbanizar derivada de la aprobación del instrumento de ordenación .

El TS confirma dicha tesis y señala que cuando el programa de actuación integrada se acompaña de plan parcial, como es este caso, tiene la naturaleza jurídica propia de un instrumento de ordenación, es decir, de una norma y, respecto de la aprobación por silencio de los planes urbanísticos, recuerda que siempre ha negado tal posibilidad, entendiendo la ordenación urbanística como servicio público, a los planes de iniciativa particular, como es el caso, pues se presentó por la agrupación de interés urbanístico correspondiente.

- STS de 22 de septiembre de 2011. Modificación del Plan General de Ordenación de Bilbao con objeto de introducir una distancia mínima de 500 metros entre las viviendas y las instalaciones de hornos crematorios. 

El TSJ del País Vasco estimó el recurso interpuesto por una funeraria al considerar que la modificación adolecía de nulidad de pleno derecho por resultar arbitraria e injustificada la distancia mínima fijada de 500 metros y, ello considerando en primer lugar, que la normativa sectorial funeraria del País Vasco sólo obliga a guardar una distancia de 10 metros entre los cementerios y las edificaciones más próximas y, en segundo lugar, que esa condición de 500 metros impediría instalar un crematorio en todo el término municipal de Bilbao, con lo que en la práctica en la modificación se encubriría una prohibición absoluta de la actividad de crematorio. 

El TS considera que la modificación puntual en cuestión se dictó en el ejercicio legítimo de la potestad discrecional de planeamiento y al amparo de las competencias municipales en materia de urbanismo y cementerios, hallándose debidamente motivada y siendo proporcionada a la finalidad que pretende, haciendo posible, en la práctica, la instalación de nuevos crematorios en determinados lugares del término municipal.

Así, sostiene que en la memoria justificativa y explicativa de la modificación se explica que ésta responde a un doble objetivo: 

1º recoger en el planeamiento los aspectos más importantes relativos a la ubicación de las instalaciones de cremación que se derivan de la regulación autonómica del Decreto 202/2004, de 19 de octubre, relativo a sanidad mortuoria, y 

2º completar dicha regulación con aquellos parámetros que se consideren garantes de la calidad medioambiental deseable para el desarrollo del uso residencial.  

Dichos objetivos se cohonestan con los fines que caracterizan la potestad de planeamiento.

El TS entiende que la actividad de horno crematorio para la incineración de cadáveres puede calificarse de molesta o insalubre. Asimismo, indica que el Decreto 202/2004 autonómico no establece un régimen de distancias entre estos y las viviendas más próximas sino que se limita, en otro capítulo distinto referido a los cementerios, a exigir que dichos recintos funerarios guarden una franja de protección de 10 metros de anchura, medidos desde el perímetro exterior del cementerio, que deberá permanecer libre de construcciones de cualquier tipo, salvo las destinadas a usos funerarios.

“Esta disposición, que no se refiere a los crematorios sino sólo a los  cementerios  no excluye la posibilidad de que el planeamiento urbanístico, al ordenar el uso potencialmente molesto e insalubre de los hornos de incineración de cadáveres humanos, establezca unas distancias mínimas entre dichos crematorios y las viviendas más próximas, atendiendo a criterios urbanísticos, medioambientales e higiénicos sanitarios como así ha hecho la modificación puntual impugnada. La concreta distancia fijada- 500 metros-toma como referencia, ante la falta de regulación de esta cuestión en la normativa sectorial aplicable, la establecida para el mismo fin en el artículo 50 del antiguo reglamento de policía sanitaria mortuoria aprobado por Decreto de 20 de julio de 1974”.

Partiendo de dicha argumentación, el TS, teniendo en cuenta la potestad discrecional de planeamiento, afirma que le correspondía a la parte actora la carga de acreditar que era posible garantizar la inocuidad de la actividad molesta e insalubre sobre las viviendas si se emplazaba a una distancia inferior de 500 metros pero, no dedicó el más mínimo esfuerzo probatorio, limitándose a alegar tan sólo la falta de justificación de la distancia, sin ofrecer ninguna prueba sobre u hipotética desproporción por resultar técnicamente viables para la misma finalidad otras medidas restrictivas.

Respecto de la alegación efectuada de que la modificación incurre en arbitrariedad y falta de proporcionalidad al impedir la instalación de crematorios en todo el término municipal, el TS arguye que se ha demostrado en el curso del proceso la existencia en el municipio de varios ámbitos de suelo no urbanizable común o genérico, ámbitos donde se podría autorizar esa actividad, que constituye un uso dotacional público, por su evidente interés público y social conforme a lo dispuesto en el artículo 13.1 del RDL 2/2008, de 20 de junio.

Expuesta dicha argumentación, el TS procede a casar la sentencia dictada por el TSJ. 

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Informe 17/2011, de 6 de junio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón sobre la modificación de un contrato de ejecución de obras financiado mediante permuta de terrenos.

La consulta planteada hace referencia a un contrato que se adjudicó el 1 de marzo de 2007, formalizado el 27 de abril del mismo año, por tanto, bajo la vigencia del texto refundido de la ley de contratos de las administraciones públicas, aprobado por RDL 2/2000, de 16 de junio, por lo que el análisis de la cuestión se realiza a la luz de sus preceptos, tal y como establece la disposición transitoria primera de la ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público.

La modificación que pretende el contratista consistente en cambiar los terrenos que constituían el precio de la obra. La JCCA estima que supone una novación contractual, pues implica la alteración de un elemento sustancial del contrato y va más allá de la potestad otorgada por la ley, convirtiéndola en improcedente dado que afecta, de modo directo y preciso, a los principios de libre concurrencia y de buena fe que deben presidir la contratación pública, ya que impiden que otros interesado liciten o hubieran licitado a la vista de las parcelas que ahora se pretende entregar en sustitución de las indicadas en el pliego. 

Asimismo, la JCCA señala que tampoco resulta posible modificar un contrato extinguido por su cumplimiento, resultando improcedente e inadmisible que el contratista, con posterioridad a la recepción de la obra por parte del ayuntamiento, inste su modificación, que es lo que acontece en este caso.

- Informe 21/2011, de 12 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón sobre la naturaleza jurídica de la relación entre las juntas de compensación y la administración municipal, en atención a la ley 3/2009, de 17 de junio, de urbanismo de Aragón.

La consulta que fue planteada a la JCCA se refería a las siguientes cuestiones:

a) ¿qué tipo de contrato debe ser formalizado entre una administración y una junta de compensación para la ejecución de un programa de compensación?

b) ¿cómo puede ser formalizado dicho contrato si, una de las partes, la junta de compensación, no posee personalidad jurídica?

c) ¿los contratos que celebren las juntas de compensación para contratar las obras de urbanización están sometidos a la ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público?

La primera pregunta hace referencia a qué tipo de contrato se contempla en el artículo 161.3 de la LUA una vez aprobado y publicado el programa de compensación. Dicho precepto indica “la junta de compensación debe suscribir los compromisos, asumir las obligaciones y prestar las garantías correspondientes mediante la formalización del correspondiente contrato para la ejecución del programa de compensación en la forma establecida en la normativa de contratación del sector público” y ello, si tenemos en cuenta que el artículo 163.2 también establece que “la relación entre la junta de compensación y la administración se rige por lo establecido en este ley y, supletoriamente, en la normativa sobre contratación del sector público para el contrato de gestión de servicios públicos”.

La JCCA considera que la relación jurídica en modo alguno puede ser calificada como de contrato público, al no concurrir las notas típicas de estos, sino la de un encargo o traslado de funciones públicas -de carácter unilateral- por lo que no son de aplicación las previsiones propias de éstos: garantía definitiva, recurso especial, publicación en el perfil del contratante, entre otras.

Asimismo, indica que la previsión del artículo 163.2 de aplicación de la normativa del contrato de gestión de servicios públicos lo es a efectos de autointegración de normas ante el supuesto de lagunas jurídicas, habida cuenta el carecer estructurante de la legislación de contratos públicos.

La segunda pregunta se refiere a en qué momento adquiere la junta de compensación personalidad jurídica, a la luz de la legislación urbanística aragonesa.

La pregunta no es baladí por las consideraciones que se exponen a continuación.

En el ordenamiento urbanístico aragonés, el artículo 12 del Decreto 52/2002, de 19 de febrero dispone que las entidades urbanísticas colaboradoras tendrán personalidad jurídica propia y, cuando así resulte conveniente, naturaleza administrativa. En todo caso, las entidades urbanísticas colaboradoras de constitución obligatoria tendrán naturaleza administrativa.

La personalidad jurídica de las entidades urbanísticas colaboradoras se entenderá adquirida a partir del momento de su inscripción en el correspondiente registro.

La disposición final segunda del citado Decreto declara que a partir de la entrada en vigor del mismo deja de ser aplicable en Aragón el artículo 26 del Real Decreto 3288/1978 (reglamento estatal de gestión urbanística, RGU).

La disposición adicional décima de la LUA instaura el denominado registro administrativo de entidades colaboradoras y programas.

Por Decreto 20/2011, de 8 de febrero se creó, entre otros, el registro de entidades colaboradoras y programas que tiene por objeto, la inscripción de las agrupaciones de interés urbanístico, las juntas de compensación, los urbanizadores y las entidades urbanísticas de conservación, así como los programas de compensación y los programas de urbanización creados para la ejecución y gestión del planeamiento urbanístico. 

La disposición derogatoria única del citado Decreto establece la derogación expresa de cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan al contenido del Decreto y del reglamento que se aprueba con el mismo, por lo que debe entenderse derogado artículo 12 del Decreto 52/2002, de 19 de febrero. 

El artículo 26.2 del Decreto 20/2001 señala que la inscripción en el registro se realizará a los exclusivos efectos de publicidad.

Dicha redacción final es debida a las observaciones que emitió al proyecto de Decreto el Consejo Consultivo de Aragón en su dictamen 160/2010, ya que debe recordarse que en el proyecto la inscripción tenía carácter constitutivo.

El Consejo Consultivo consideró que si la aprobación del programa supone ya la asunción por la junta de compensación de derechos y obligaciones, debía concluirse que este acto de aprobación conlleva el nacimiento a la vida jurídica de la junta de compensación, que desde ese momento ya tiene personalidad jurídica, antes de su inscripción en el registro.

Ahora bien, no se entiende la conclusión del Consejo Consultivo porque en el momento de aprobación del programa de compensación, la Junta de Compensación todavía no está constituida ya que debe recordarse que como documento integrante del programa de compensación, el artículo 160.1.b) de la LUA contempla sólo la propuesta de estatutos y bases de actuación de la junta.

Si esto es así, puede sostenerse que las bases y estatutos deben ser aprobados con carácter definitivo al mismo tiempo que el programa de compensación, por el procedimiento previsto en el artículo 144 (aprobación inicial, información pública y aprobación definitiva). 

Según establece el artículo 160 del RGU (aplicable en Aragón en virtud el Artículo 149.3 in fine de la Constitución y de lo establecido en la disposición final cuarta de la LUA) el procedimiento de constitución de la junta se inicia mediante acuerdo de la administración actuante por el que se aprueban inicialmente y se someten a información pública el proyecto de estatutos y bases de actuación.

En el acuerdo de aprobación definitiva tanto de las bases y estatutos como del programa, debe requerirse a los propietarios para su incorporación a la junta en el plazo de un mes (artículo 162 LUA).

Transcurrido dicho plazo, en virtud de lo establecido en el artículo 163.1 del RGU, la administración actuante debe requerir a los interesados para que se constituyan en junta de compensación mediante la formalización de la oportuna escritura pública en la que designaran los cargos del órgano rector, que habrán de recaer necesariamente en personas físicas.

Aprobada su constitución, el órgano actuante debe elevar el acuerdo junto con la copia autorizada de la escritura al registro de entidades colaboradoras para su inscripción según dispone el artículo 25 del Decreto 20/2011, de 8 de febrero del Gobierno de Aragón y anexo IV del mismo.

Expuesta la duda, la JCCA no se pronuncia sobre la misma al considerar que dicha cuestión excede de las funciones que tiene atribuidas.

Por último, respecto a si los contratos que celebren las Juntas de Compensación para contratar las obras de urbanización están sometidas a la ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público, la JCCA  considera que, por su naturaleza de base privada y finalidad de consunción inmediata (se crean para la ejecución de un sólo proyecto de urbanización), no tiene la consideración de poder adjudicador cuando gestionan intereses privados y, por lo tanto, no se encuentran sometidas a las reglas de la contratación pública.

En todo caso, aunque no tiene la consideración de sujetos contratantes sometidos a las previsiones de la ley 30/2007, sí deben aplicar la misma en los contratos consecuencia de la función pública encomendada. Es decir, es el concepto funcional de obra pública de las obras de urbanización lo que atrae el régimen de la contratación pública a la actuación de las juntas de compensación, y en este sentido debe interpretarse el artículo 163 de la LUA que remite a las reglas de licitación del artículo 175.2 de la misma.

En consecuencia, las Juntas de Compensación, sin ser poderes adjudicadores, vienen obligadas a aplicar la normativa de contratación pública sólo cuando ejecutan la obra pública derivada de la función urbanística que tiene encomendada.

Por último, la JCCA ante la evidente problemática derivada de la regulación urbanística aragonesa, aconseja al Gobierno de Aragón su revisión, para su clarificación y ajuste normativo vigente de la contratación pública.



